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1.  Fundamentos.- La  función  legislativa  o  de  creación  de  normas
jurídicas  es  realizada  por  medio  del  parlamento,  como  órgano
representativo de la voluntad ciudadana. Es por eso, que no es casual
que  el  Código  de  Bello,  defina  la  ley  como  “una  declaración  de  la
voluntad  soberana  que  manifestada  en  la  forma  prescrita  por  la
Constitución, manda, prohíbe o permite”. Como explica la doctrina, “a
través del parlamento, el sistema político democrático permite integrar
a  todas  las  fuerzas  políticas  significativas  que  acepten  los
procedimientos  y  principios  básicos  de  la  democracia,  donde  las
diferencias se resuelven utilizando la razón y la regla de las mayorías y
no  la  imposición  por  la  fuerza  o  el  exterminio  de  los  adversarios,
representándose en él las diversas opiniones de la sociedad”1, lo que
expresa la función representativa o integradora de este organismo.

En este contexto, el Congreso Nacional como ente es un órgano
del Estado, que representa un poder del estado. Consecuencia  de lo
cual, sus remuneraciones, asignaciones y demás ingresos que provienen
de su función parlamentaria, emanan directamente de fondos públicos,
es decir, son desembolsados por el Estado, representado por el Fisco de
Chile, y contemplados íntegramente por la ley de presupuesto que se
aprueba todos los años en el  Congreso Nacional.  En este sentido se
puede  conceptualizar  la  dieta  parlamentaria  como  “la  remuneración
recibida  por  los  parlamentarios  por  el  desarrollo  de  sus  respectivas
funciones”2.  Desde  su  incorporación  en  nuestro  sistema  jurídico,  se
sostuvo que “la función parlamentaria requiere una dedicación jornada
completa, por lo cual, si el congreso debe ser un órgano representativo
de todos los sectores de la sociedad y un órgano de integración política
y  social,  no  puede  ser  el  cargo  parlamentario  gratuito,  ya  que  ello
marginaría  de la  función parlamentaria  a  amplias  capas sociales  del
cuerpo político, las cuales solo pueden ejercer la función parlamentaria
si  ella  tiene  remuneración  que  les  posibilita  solventar  el  sustento
familiar,  además  de  los  gastos  de  previsionales  y  de  salud.  Ello  es
conforme a la igualdad de oportunidades básicas para participar en la
vida política del país, de lo contrario, la función parlamentaria sólo a
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aquellos ciudadanos que pudieran ejercer la función parlamentaria y
vivir de sus rentas, lo que es imposible de sostener en una república
democrática”3.

En  esta  perspectiva,  la  dieta  parlamentaria  no  es  objeto  de
cuestionamiento en cuanto a su legitimidad, sino precisamente por su
cuantía, atendiendo el promedio de remuneraciones de la mayoría de
los ciudadanos del país. Lo anterior, pese a que la Constitución buscó
establecer un parámetro objetivo para su determinación en relación a la
remuneración de un Ministro de Estado, este ha sido objeto de críticas
por su monto. Adicionalmente y conforme a las enmiendas introducidas
por la ley 20.840 en el sistema de votaciones que sustituye el sistema
binominal,  éste  conlleva  el  aumento  de  parlamentarios  por  la
reconfiguración de los distritos de 120 a 155 en el caso de la Cámara y
de 38 a 50 en el caso del  Senado. Es precisamente este ámbito el que
obliga a efectuar una revisión en la materia y establecer una fórmula
que  permita  una  solución  racional  a  los  cuestionamientos  así  como
también, de optimización de los recursos para hacer frente a la nueva
composición del parlamento, lo que justifica la presente moción.

2. Historia Legislativa y Derecho Comparado. La Constitución de
1925 incorporó la idea de la dieta parlamentaria, luego de un debate
amplio  y  controvertido,  atendido  que  la  Constitución  de  1833  nada
decía al respecto, y sólo mediante una reforma constitucional en el año
1892 se estableció que la función parlamentaria era gratuita. La carta
de  1925  “precisó  que  sólo  en  virtud  de  una  ley  se  podía  fijar  la
remuneración  de  que  gozarían  los  diputados  y  senadores.  Las
modificaciones a ellas sólo regirían en el período legislativo siguiente al
de su aprobación. En definitiva, la Constitución de 1925 le entregó a
legislador la facultad de fijarse la remuneración sin indicar un monto.
Un importante tratadista de dicha Constitución como fue don Carlos
Andrade  Geywitz,  señaló,  en  su  obra  Elementos  de  Derecho
Constitucional  Chileno, que aparentemente el  monto de la Dieta que
reciben los parlamentarios era alto;  sin embargo,  puntualizaba, ellos
deben concurrir  al  mantenimiento  de  diarios  y  publicaciones  de  sus
partidos políticos, gastos de campañas electorales, cuotas al partido y
las demás peticiones que les demandan los ciudadanos de la provincia o
zona que representan”4.

3 Nogueira, ob. cit. P. 541.
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 En un proyecto de reforma aprobado en la Cámara de Diputados
el año 1965 -texto que no prosperó finalmente- se establecía que “Los
diputados y senadores sólo recibirán como sueldo base la remuneración
de  los  ministros  de  la  Corte  Suprema  y  percibirán  como  única
asignación complementaria por el  desempeño de su cargo una suma
equivalente al 50% de su dieta”. Aparece de esta manera un primer
intento por definir el referido monto. La Constitución de 1980 optó por
homologar  la  dieta  parlamentaria  con  los  ingresos  que  percibe  un
Ministro de Estado incluyendo todas sus asignaciones, en opinión del
profesor Zapata “en esta norma constitucional hay un reconocimiento
de  una  dieta  parlamentaria  cuyo  monto  se  estima  suficiente  y  una
estrategia para evitar que sea el propio Parlamento el  que defina el
monto de la misma. De esta manera se fija  un máximo, es decir,  se
establece un control cuantitativo”5. 

El debate de la historia constitucional no es ajeno a las mociones
que se han presentado, como la que se desprende del Boletín 9.304-07
que busca reformar la Constitución a objeto que sea una ley la que
determine  el  monto  de  la  dieta  parlamentaria.  En  otro  sentido,  la
reforma presentada por el ex Diputado Orpis mediante Boletín 2.031-07
establece que “Los diputados y senadores percibirán una dieta por sesión la que en
su conjunto durante el mes no podrá superar a la remuneración de un ministro de
Estado,  incluidas  todas  las  asignaciones  que  a  estos  corresponda”,  más
recientemente el Boletín 9.502-16 que busca establecer un límite ético
a  la  dieta  parlamentaria,  a  objeto  que  no  supere  veinte  ingresos
mínimos mensuales,  de la que son autores  las  diputadas Fernández,
Sepulveda,  Carvajal,  y  Diputados  Aguiló,  Boric,  Jackson,  Mirosevic,
Rocafull y Poblete.

3. Ideas matrices. Coherente con los planteamientos antes señalados,
teniendo  presente  la  permanente  necesidad  de  legitimación  en  esta
importante  institución,  y  a  objeto  de  precaver  dificultades  en  áreas
relevantes del interés nacional, al percibir la dieta como un privilegio y
que  podrían  ser  entendida  como  una  afectación  del  principio  de
igualdad ante  la  ley  es  que se  requiere  una nueva  fórmula  para  su
determinación. Además,  resulta  necesario,  una  adecuación
presupuestaria  que  permita  la  instalación  de  los  nuevos  cargos
parlamentarios sin representar un costo adicional a los presupuestos
aprobados. Es por eso que la propuesta configura una regla específica,
que establece como parámetro la remuneración del Ministro, empero
con un límite de sus dos terceras partes, de ahí que se permite reducir
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el monto y evitar las diferencias  de remuneraciones,  conforme a las
regulaciones del derecho comparado.

Es  sobre  la  base  de  estos  antecedentes  y  fundamentos  que
venimos en proponer el siguiente:

Proyecto de reforma Constitucional

Art. Único.- Intercalase en el art. 62 a continuación de la
expresión , la siguiente frase “los dos tercios de”. 

Texto Vigente Texto Proyecto
Art.  62. Los  diputados  y
senadores  percibirán  como  única
renta una dieta equivalente a la
remuneración  de  un  Ministro  de
Estado  incluidas  todas  las
asignaciones  que  a  éstos
correspondan. 

Art.  62. Los  diputados  y
senadores  percibirán  como  única
renta una dieta equivalente a los
dos tercios de la remuneración de
un  Ministro  de  Estado  incluidas
todas  las  asignaciones  que  a
éstos correspondan. 
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